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Tribunal Superior de Quibdó - Sala Única
MAGISTRADO PONENTE: HECTOR ENRIQUE REY MORENO

Quibdó, julio diez (10) de dos mil nueve (2009).

RADICACIÓN:
2009-00075-00 –TUTELA

ACCIONANTE:
OSCAR CARUPIA DOMICO Y OTROS

DEMANDADO:
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OTROS.

Se pronuncia la Sala en relación con la acción de tutela de la referencia, por la presunta violación los derechos fundamentales a la Consulta Previa, a la Participación, a la Propiedad Colectiva, al Debido Proceso, a no ser desplazados, al Reconocimiento de la Diversidad Étnica y Cultural de la Nación, al Derecho a la Vida y a la subsistencia del pueblo Embera que habita en el Resguardo de Chidima, conforme los siguientes:

HECHOS:

Afirman los actores OSCAR CARUPIA DOMICO, DORALINA DOMICO y ROSA DOMICO, quienes dicen actuar como miembros del Resguardo de Chidima- Tolo, ubicado en el Municipio de Acandí (Chocó), que en el 2001 mediante resoluciones 005 y 007 emanadas del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria INCORA, se constituyeron los resguardos indígenas CHIDIMA –TOLO y PESCADITO de la Comunicad Embera – Katio, integrado el primero por tres lotes y el segundo por un lote, localizados en jurisdicción del corregimiento Peñaloza, del Municipio de Acandí (Chocó), y dentro del área de Reserva Forestal del Pacífico, creada por la Ley 2 de 1959, que implica restricciones en el uso de estos territorios.

Aseguraron, que desde la construcción de los resguardos indígenas, los miembros de la comunicad Embera han sufrido por las constantes invasiones a su territorio con detrimento de sus recursos naturales de gran importancia para la región, especialmente para su comunidad que se provee directamente de ellos para suplir sus necesidades básicas como: alimentación, vivienda y el desarrollo de las actividades propias de su cultura y tradición indígena.

Señalaron, que la comunidad CHIDIMA TOLO, estaba conformada por aproximadamente 66 personas, agrupadas en 13 familias, la cual ha aumentado más o menos en un 35%, y la comunidad de PESCADITO que estaba conformada por 8 familias integradas por 49 personas, en la actualidad se estima que ha crecido en un 20%.

Manifestaron, que en varias oportunidades se ha iniciado la construcción de la vía Acandí – Unguía, que tiene como objetivo principal unir por vía terrestre a estos dos municipios; vías que actualmente están distantes e interrumpidas en aproximadamente 4 kilómetros, tramo este que atraviesa los resguardos indígenas de CHIDIMA y de PESCADITO del pueblo EMBERA KATIO, los cuales no han sido terminados por oposición de la comunidad indígena, debido a que no se ha agotado el proceso de CONSULTA PREVIA, a pesar que las obras se iniciaron en enero.

Según respuesta del Ministerio de Transporte a la Defensoría, dicha vía es de carácter terciario, y se inició a través de Caminos Vecinales hace ya 24 años, cuando no existían las normas ambientales que hoy existen, razón por la cual no han agotado el proceso de Consulta Previa.

Que por información de CODECHOCÓ a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO, todos los proyectos, obras o actividades realizadas con la apertura de vías necesitan licencia ambiental, pues, estas obras hacen parte del concepto de construcción de carretera contemplado en el numeral 6º del artículo 9º del Decreto 1220 de 2005 y que, por afectar comunidades étnicas, que se realice la consulta previa.

Aseguraron, que sin respetar la CONSULTA PREVIA, para la ejecución de esta obras se firmaron contratos interadministrativos entre INVIAS y los municipios de ACANDÍ Y UNGUIA, sin ninguna aclaración de las obras específicas a realizar, advirtiendo, que como no existen la vías en estos terrenos, se tendrían que hacer excavaciones manuales y mecánicas, rellenos, otras geotécnicas y construcción de obras de arte como: filtros, cunetas, y drenes entre otras, que van a afectar no solo su derecho a la Consulta Previa, sino también la estabilidad de sus viviendas, la caza y la pesca que hacen dentro de su territorio, además de afectar gravemente su cultura.

Indicaron, que la actitud del MINISTERIO DE TRANSPORTE, la AUTORIDAD AMBIENTAL LOCAL y las mencionadas alcaldías de Acandí y Unguía, conllevan a que las comunidades indígenas tengan que enfrentarse de manera permanente con las autoridades locales para impedir el ingreso a sus tierras.
Añadieron, que el 31 de diciembre de 2008 mediante Acuerdo 076, el Consejo Asesor de Regalías aprobó proyectos para ser ejecutados con recursos del Fondo Nacional de Regalías y se designó su ejecutor. En dichos proyectos se incluyó el mejoramiento y la terminación de la vía que denominan TITUMATE – BALBOA – SAN MIGUEL- ACANDÍ en el sector K26-00 AL K34-700, acotando que el responsable de adelantar esta obra es la AGENCIA LOGÍSTICA DE LAS FUERZAS MILITARES, lo cual no se ha consultado y afecta gravemente a las comunidades étnicas asentadas en esta zona, especialmente a las comunidades del pueblo EMBERA de los Resguardos de CHIDINA Y PESCADITO.

Aseveraron, que el 14 de mayo al acercarse a la Alcaldía de Acandí para recoger unos documentos enviados por su oficina, fueron abordados por el Alcalde, el Personero, el Secretario de Obras Públicas y el Presidente del Consejo, para que hicieran una reunión esa misma tarde y firmaran un acta para permitir la entrada de los ingenieros militares al territorio de los Resguardos Indígenas para poder terminar los 4 kilómetros que faltan de la carretera, acotando que no asistieron a la reunión que con tal propósito se fijó para el día 15 de mayo de este año, por no contar con información suficiente.

Indicaron, que en marzo de este año, desconociendo la observación individual de la COMISIÓN DE EXPERTOS EN APLICACIÓN DE CONVENIOS y RECOMENDACIONES, -CEARC- de la OIT, que en ese mes se pronunció sobre el caso de esos resguardos en cuanto a la titulación e invasión de sus tierras y el derecho a la garantía de la CONSULTA PREVIA, de cuyo pronunciamiento destacaron lo siguiente: “La Comisión solicita por lo tanto al Gobierno que garantice plenamente la protección efectiva de los derechos de propiedad y posesión de los pueblos referidos, tal como lo establece el artículo 14-2 del Convenio; que proceda a proteger las demás tierras ocupadas tradicionalmente a los efectos del reconocimiento de la propiedad y posesión, y que suspenda las actividades derivadas de concesiones de exploración otorgadas y/o proyectos de infraestructura, en tanto no se proceda a la aplicación de los artículos 6, 7 y 15 del Convenio y que proporcione informaciones sobre medidas adoptadas.

Aclararon, respecto lo manifestado a ellos por el Coronel Alfonso Díaz Gómez, de haber recibido autorización de la comunidad CUNA de ARQUÍA, para adelantar los trabajos mencionados, que se trata de Etnias diferentes, ya que una pertenece al pueblo CUNA y otras al pueblo EMBERA, quienes habitan los resguardos CHIDIMA que nunca han sido consultados sobre la construcción de la vía.

Sostuvieron, que existe un proyecto de interconexión eléctrica binacional (entre Colombia y Panamá) en etapa de factibilidad, y su iniciación está condicionada al avance en la ejecución de los estudios técnicos y ambientales requeridos, sin embargo, aseguraron que Ingenieros de la Empresa Interconexión Eléctrica S.A (ESP- ISA) han estado dentro del territorio realizando mediciones y señalando los puntos Geo-referenciados, donde se colocarían las torres para la electrificación, apoyados en fotografías satelitales del territorio, añadiendo que teniendo en cuenta que la servidumbre para la línea de interconexión eléctrica tendría un trazado en dirección al municipio de Acandí, sobre el resguardo de PESCADITO, en una distancia de 1.445 metros aproximadamente, ello comprende una línea de aproximadamente 30 metros a lado y lado, generando un corredor de 60 x 576 metros, correspondiente a la longitud total que atraviesa la línea en los territorios de los resguardos, creando un área afectada de 214.560 metros cuadrados, equivalentes a 21.45 hectáreas, además de la destrucción de la biodiversidad y el grave riesgo para la comunidad por los efectos de una nueva fragmentación del territorio de las comunidades indígenas, la construcción de la vía carreteable y la llegada de colonos y actores armados.

Señalaron, que EL MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA, ha otorgado concesiones mineras en el municipio de Acandí que comprenden el territorio de los resguardos PESCADITO Y CHIDIMA así: 

Titulo: DIA 113. Titular Lindsey Reavis Hall y Ot. Contrato de Concesión Oro aluvial. Fecha de Registro 15 de febrero de 2005 Estado Inscrito.

Titulo: FLD 135. Titular, Minerales del Darién, Contrato de Concesión, Oro. Fecha de Registro 17 de julio de 2007. Estado Inscrito

Así mismo, el comprendido entre el Rio Muerto y el Río Tadó en un área de 40.000 mil hectáreas para actividades de prospección, exploración y explotación de minerales, a la empresa GOLD PLATA CORPORATIÓN, en el cual, como en los casos anteriores, aún no se ha realizado CONSULTA PREVIA, a pesar que el artículo 76 de la Ley 99 de 1993 establece que la explotación de recursos naturales deberá realizarse sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas y de las negras tradicionales, de acuerdo con la legislación especial, Ley 70 de 1993 y el artículo 330 de la Constitución Política, según las cuales las decisiones de esta materia se tomarán, previa consulta a los representantes de tales comunidades.

Aseguró, según criterio de la Honorable Corte Constitucional, que el derecho a la consulta previa adquiere el carácter de derecho fundamental en la medida que constituye un importante medio para garantizar el ejercicio de otro derecho de la misma estirpe, como es la preservación de la integridad étnica a que se refiere el citado canon constitucional, añadiendo que para el Ministerio de Minas la actividad minera que se está efectuando hasta el momento en Acandí no es una actividad de prospección o explotación a pesar de la labor de la empresa Gold Plata y, por tanto, esta y las empresas que han obtenido título minero registrado no estarían infringiendo la legislación con la ausencia de consulta previa a los pueblos indígenas y tribales en la zona.

Afirmaron, que los resguardos de CHIDIMA Y PESCADITO, de manera particular el lote número 3 del primer resguardo, ha sido invadido por colonos gracias a la negligencia de las autoridades encargadas de la policía agraria en el país, y a la manera fragmentada como se hizo la titulación, en tres lotes de terreno que facilitó la invasión, sin que las autoridades hayan hecho algo sobre el particular pese a los llamados que se les ha hecho.

Aseguraron, que están realizando las acciones administrativas correspondientes para atacar los contratos interadministrativos firmados por el Ministerio de Transporte, las Alcaldías de Acandí, Unguía y el Consejo Asesor de Regalías, que estarán presentando en un término máximo de 4 meses de acuerdo con lo establecido por el artículo 8 del Decreto 2569 de 2001, pero que para evitar que mientras se de la admisibilidad o no y se decrete la suspensión provisional, el perjuicio contra estas comunidades hace necesario que se protejan de manera inmediata los derechos fundamentales de estas comunidades y se ordene suspender la obras mientras se realiza el proceso de consulta previa.

Se apoyaron en las Sentencia de Tutela T-652 de 1998, de la Corte Constitucional para indicar la procedencia de la tutela en casos como el presente.

Solicitaron: Ordenar a las autoridades accionadas, que en respeto a la consulta previa, inicien el proceso de la misma como lo establecen los tratados internacionales de protección de derechos humanos ratificados por Colombia, la Constitución y la ley, involucrando al Ministerio del Interior y de Justicia como garante de dicho proceso a favor de la comunidad Embera.

Que mientras el proceso de consulta previa se realiza, se suspendan las obras de la Carretera Unguía – Acandí o Titumate – Balboa- San Miguel – Acandí en el sector K26-00 a K34-700 en el Municipio de Acandí, para evitar un perjuicio irremediable mientras se interponen las acciones administrativas correspondientes.

Se ordene a la Agencia logística de las Fuerzas Militares, suspender su actuación e intervención dentro de la ejecución de la obra denominada “Mejoramiento y terminación de la vía Titumate – Balboa –San Miguel, sector K26-00 a K34-700, afectada por la ola invernal en el Municipio de Acandí, en el Departamento del Chocó”.

Se ordene al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, informar sobre el estado actual de la carretera Unguía – Acandí.

Se ordene al Departamento Nacional de Planeación, explicar el proceso de asignación de recursos a través del Consejo Asesor de Regalías para las entidades territoriales, así como los procesos de control para que con ellos no se afecte a las comunicada des étnicas con presencia en las zonas.

Se ordene a los municipios de Unguía y Acandí, el reconocimiento y respeto a las autoridades propias, la autonomía y a la consulta previa y la suspensión de las obras de minería, interconexión eléctrica, hidroeléctricas y otras obras que se adelantan en el territorio afectado sin consulta previa y que para evitar que su territorio siga siendo invadido por colonos, se les titule como un solo globo de terreno, de acuerdo con la observación de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT.

Se ordene a la Fuerza Pública, respetar el derecho de los pueblos indígenas a permanecer en el territorio y suspenda la marcación de árboles que están realizados dentro del territorio para la construcción de la carretera en apoyo o acción conjunta con la Agencia Logística de las Fuerzas Militares.

Se ordene a las autoridades involucradas en la protección de sus derechos, dar cumplimiento a la observación individual, proferida por la Comisión de Expertos menciona anteriormente y se suspenda la obra hasta que se haga la consulta previa y se les titule con un solo globo de terreno.

LAS PRUEBAS:

1.- Fotocopia del Convenio Interadministrativo No. 1991 de 2006.

2.- Fotocopia de la Resolución 051/07 

3.-Copia del oficio de mayo 19 de 2008, dirigido al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial por la Comisión Colombiana de Juristas y su correspondiente respuesta.

4.- Copia del acta de posesión 003 de febrero 11 de 2009 del actor GUSTAVO DOMICO y otros miembros de la comunidad como Junta Directiva del Cabildo Local del Resguardo de CHIDIMA.

5.- Fotocopia del comunicado a la opinión pública de las autoridades indígenas de Caldas.

6.- Fotocopia de los escritos de marzo 5 y 19 de 2009, dirigidos al Defensor del Pueblo y a la Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom, por la Comisión Colombiana de Juristas.

7.- Fotocopia del Acuerdo 076 de 2008 del Consejo Asesor de Regalías.

8.- Oficio de febrero 18 de 2009, dirigido por el Alcalde de Acandí, a Oscar Carupia – Comunidad de Chidima-

9.- Oficio de la Defensoría del Pueblo de Bogotá, respondiéndole a la Comisión Colombiana de Juristas el derecho de petición que le hizo relacionado con el Resguardo de Chidima.

10.- Oficio dirigido por la Defensoría del Pueblo al Coronel Juan Carlos Gómez, Director de Derechos Humanos y al Ministerio de Defensa Nacional, de abril 7 de 2009, relacionada con el sobrevuelo del helicóptero sobre el territorio del Resguardo Indígena de Chidima.

11.- Fotocopia del escrito de marzo 30 de 2009, dirigido por el Defensor Delegado para indígenas y Minorías Étnicas al Director de Regalías.

12.- Escrito dirigido por el Defensor Delegado para indígenas y Minorías Étnicas al Director de Regalías al Alcalde Municipal de Acandí, de marzo 30 de 2009.

13.- Escrito de marzo 30 de 2009, dirigido al Director de Asuntos Indígenas y Minorías Rom, por el Defensor Delegado para indígenas y Minorías Étnicas.

14.- Respuesta del Ministerio del Interior y de Justicia de abril 21 de 2009, al Abogado de Protección Jurídica de la Comisión Colombiana de Juristas de Bogotá.

15.- Fotocopia del escrito de abril 22 de 2009, dirigido por la Coordinadora Grupo de Consulta Previa al Abogado de Protección Jurídica de la Comisión Colombiana de Juristas de Bogotá.

16, Fotocopia del escrito de mayo 4 de 2009, dirigido por la Jefe del Estado Mayor Séptima División del Ejército Nacional, al Abogado de Protección Jurídica de la Comisión Colombiana de Juristas de Bogotá.

17.- Escrito de mayo 6 de 2009, dirigido por el Coronel JAVIER ALONSO DÍAZ GÓMEZ en su condición de Segundo Comandante y JEM BR-17 al

Abogado de Protección Jurídica de la Comisión Colombiana de Juristas de Bogotá.

18.- Escritos de mayo 6 y 7 de 2009 dirigidos por la Comisión Colombiana de Juristas al Ministro de Agricultura el primero y al Ministro del Interior y de Justicia el segundo.

19.- Escrito de mayo 7 de 2009, dirigido por la Defensoría del Pueblo a la Comisión Colombiana de Juristas.

20.-Oficio de abril 13 de 2009, dirigido al Defensor Delegado para Indígenas y Minorías Étnicas por el Departamento Nacional de Planeación.

21.- Fotocopia del oficio de abril 20 de 2009, dirigido a la Defensora Delegada para Indígenas y Minorías Étnicas por el Coordinador de Grupo de Instrucción y Seguimiento de la Política..

22.- Fotocopia de escritos dirigidos al Defensor del Pueblo para Indígenas y Minorías Étnicas, por la Comisión Colombiana de Juristas, de mayo 15 y 20 de 2008.

23.- Fotocopia del escrito de mayo 20 de 2009, dirigido por la Defensoría del Pueblo a la Comisión Colombiana de Juristas.

24.- Fotocopia del escrito de mayo 20 de 2009, dirigido por la Defensoría del Pueblo al Defensor Delegado para Asuntos Indígenas y Minorías Étnicas.
IDENTIFICACION DE LOS ACCIONANTES:



Se trata de OSCAR CARUPIA DOMICO, con cédula de ciudadanía número 6.705.816, DORALINA DOMICO, 30.079.961 de Carepa (Antioquia), y ROSA DOMICO, con cédula de ciudadanía número 34.944.578 de Montería, quienes dicen actuar como miembros del Resguardo de Chidima- Tolo, ubicada en el Municipio de Acandí (Chocó), aportando como prueba el acta de posesión número 003 de febrero 11 de 2009, como miembros de la JUNTA DIRECTIVA DEL CABILDO LOCAL DEL RESGUARDO DE CHIDIMA (F. 91).
ENTIDADES ACCIONADAS:

La acción va encaminada contra los Ministerios de Trasporte, Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, del Interior y de Justicia, de Minas y Energía, de Agricultura y el de Defensa; el Consejo Asesor de Regalías que depende del Departamento Nacional de Planeación, que a su vez depende del Ejecutivo; las Alcaldías de Unguía y Acandí; la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó –CODECHOCÓ; el Ejército Nacional Brigada XVII y la Agencia Logística de las Fuerzas Militares.

DERECHOS PRESUNTAMENTE VULNERADOS:

 Consideraron los actores, que con la conducta desplegada por las autoridades accionadas antes señaladas, se les vulneran sus derechos a la Consulta Previa, a la Participación, a la Propiedad Colectiva, al Debido Proceso, a no ser desplazados, al Reconocimiento de la Diversidad Étnica y Cultural de la Nación, al Derecho a la Vida y a la subsistencia del pueblo Embera que habitan en el Resguardo de Chidima.

ADMISIÓN, RESPUESTA Y TRASLADO:

Inicialmente, la presente tutela correspondió por reparto al Tribunal Superior de Bogotá, en donde mediante auto de junio 5 de 2009, se declararon incompetentes, por reglas de reparto, para conocerla, disponiendo su envío a este tribunal.

Mediante auto de junio 26 de 2009, entre otras disposiciones, se admitió la tutela, ordenándose de ella dar traslado a las autoridades accionadas.

A través de escrito de julio 3 de 2009, la Comisión Nacional de Juristas a través de la doctora Alejandra Vega, solicitó reconsiderar la decisión de no acceder a la suspensión de las obras, dado que la tutela es un mecanismo de protección inmediata de derechos fundamentales que en este asunto se encuentran amenazados por la acción y omisión de las autoridades accionadas. En dicho escrito, solicitaron que acudiendo a la informalidad y sumariedad de la tutela, se ordene la inaplicación del Acuerdo 076 de diciembre de 2008, del Consejo Asesor de Regalías en lo que concierne a la aprobación de recursos que incluye lo que denominan como mejoramiento y terminación de la vía Titumate – Balboa, San Miguel, Acandí, en el sector K26-00 AL K34-700.
En escrito recibido vía fax, el 3 de julio de 2009, la COMISIÓN INTERECLESIAL DE JUSTICIA Y PAZ, coadyuvó la solicitud de tutela, donde luego de referirse a la procedencia de la esta acción contra actos u omisiones de carácter administrativo como mecanismo transitorio, al perjuicio irremediable por los derechos desconocidos por la construcción de una nueva carretera, los proyectos de explotación minera y de interconexión eléctrica y al contenido jurisprudencia del derecho fundamental a la consulta previa, solicitó acceder a todas y cada una de las pretensiones invocadas.

LA NACIÓN –MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL, al responder la tutela, solicitó a través de apoderada judicial, negar las pretensiones de la parte actora, en relación con la parte que representa, por cuanto ese Ministerio no ha vulnerado derecho fundamental alguno, dado que las actividades para la elaboración del Plan de Manejo Ambiental (mediciones, señalamientos de puntos geo-referenciados, donde se colocarían las torres de transmisión eléctrica y la localización de las coordenadas de las minas, no requieren proceso de consulta previa y porque, a la fecha, el trámite de licenciamiento ambiental se encuentra suspendido, como quiera que la empresa INTERCONEXIÓN ELÉCTRICA S.A. E.S.P., no ha presentado Estudio de Impacto Ambiental y en caso de presentarse, ese Ministerio no otorgará licencia ambiental al proyecto hasta que no se cumpla con el proceso de consulta previa establecido en el Decreto 1320 de 1998. (f.219 al 231).

El INSTITUTO NACIONAL DE VIAS, a través de escrito de julio 6 de 2009, reconoció que suscribió el convenio interadministrativo número 1991 de 2006 con el Municipio de Acandí, quien contrató y ejecutó entre noviembre de 2007 y abril de 2008 obras de mejoramiento de la vía Acandí – Unguía, informando que estas actividades que consisten en afirmado de la vía no requieren consulta previa y que tal como lo solicitó la comunidad en la época de ejecución del contrato, no se intervinieron los 4 kilómetros ocupados por las comunidades CHIDIMA y PESCADITO. Aseguró igualmente, que en virtud a que el motivo de la solicitud de los actores radica en la actual construcción de la Vía Acandí – Unguía, o Titumate – Balboa – San Miguel – Acandí, sector K26-00 a K34-70 por parte de la fuerza logística de las Fuerzas Militares, conforme al Acuerdo 076 de diciembre 31 de 2008, del Consejo Asesor de Regalías, indicó que es procedente acudir a duchas instancia para lo pertinente, por no ser de competencia de INVIAS.

EL MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL, a través del Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica, solicitó declarar improcedente la presente tutela respecto a ese Ministerio, ya que al mismo no se le puede imputar acción u omisión alguna en las omisiones cuestionadas, dado que el objeto de esa entidad es formular, coordinar y adoptar políticas, planes programas y proyectos del Sector Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, con el fin de atender necesidades del sector rural y su población, sin que esté demostrado en la tutela el nexo causal entre los hechos relacionados en la demanda y una acción u omisión de ese Ministerio, careciendo de asidero jurídico la pretensión solicitada frente a ellos. (f.233 al 237).

EL MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA, a través de su apoderado especial, solicitó no acceder a lo solicitado por inexistencia de la violación de los derechos fundamentales invocados. Negar la tutela en contra de su representado por carencia de legitimidad en la causa y vincular a esta acción a INGEOMINAS.

Afirmó, que el contrato de concesión minera tiene 4 etapas bien definidas a saber: i) Exploración, ii) Construcción y Montaje iii) explotación y iv) cierre y abandono, indicando que cada etapa tiene obligaciones de tipo legal, técnico, operativo y ambiental que le corresponde cumplir al concesionario minero.

Consideró, que las actuaciones de la autoridad minera, gozan de presunción de legalidad conforme a las normas que regulan la situación fáctica presentada, añadiendo que la encargada de realizar el procedimiento de la consulta previa es la autoridad ambiental previamente al otorgamiento de la licencia ambiental, situación que aplica no solo para las concesiones mineras sino también para las obras de infraestructura energética.

Como pruebas, pidió oficiar a la Empresa Interconexión Eléctrica S.A. E.S.P., ubicada en la calle 12 sur No. 18-168 de la ciudad de Medellín, para que se sirvan informar en qué etapa se encuentra el proyecto de interconexión eléctrica (Colombia –Panamá) y si el mismo afecta territorios del resguardo CHIDIMA – TOLO y en caso afirmativo informar qué trámites se han adelantado con esa comunidad indígena en lo relativo a la consulta previa.

Posteriormente, en escrito de adición a la respuesta anterior, (271), dijo allegar una comunicación remitida el 7 de julio de 29009 por la Empresa de Interconexión Eléctrica S.A. ESP, al Ministerio de Minas y Energía en donde se explica con suficiente claridad la etapa en que se encuentra el proyecto de interconexión eléctrica Colombia –Panamá, en donde además se evidencia que a la fecha no se ha desarrollado la primera actividad del estudio de impacto ambiental y como consecuencia de ello aún no se ha identificado con precisión si el proyecto afecta o no el resguardo indígena de CHIDIMA en el municipio de Acandí.

EL MINISTERIO DE TRANSPORTE a través del Jefe de la Oficina Asesora de Jurídica, solicitó, declarar la carencia de objeto de la Acción de Tutela en contra de ese Ministerio y lo desvincule de de la litis reconociendo la falta de legitimación en la causa por pasiva, dada su ausencia de determinación y definición sobre las características, naturaleza del proyecto y acciones de consulta a las comunidades concurrentes al proyecto, lo cual es de absoluta competencia de las alcaldías de Unguía y Acandí, a través de sus representantes y concejos municipales, pues el Ministerio sólo revisa los proyectos presentados por las Alcaldías Municipales, revisa su presupuesto a efectos que se ajuste a la modalidad del mismo, sea en este caso por precios unitarios y los ítem del proyecto mencionado, pertenecen a un mejoramiento de una vía en lo concerniente a conformación de calzada existente, construcción de alcantarillas y muros en gaviones, etc., lo cual se traduce en una nueva vía de donde se supone que las consultas, permisos, licencias ambientales y autorizaciones de los Concejos Municipales ya se habían obtenido.

Pidió integrar el contradictorio con las siguientes entidades órganos de ejecución nacional y territorial por competencia orgánica y funcional de la red terciaria, el tema minero y el de la política agraria.

1.- A los municipios de Unguía y Acandí, quienes hicieron presentación del proyecto “mejoramiento y terminación de la vía Titumate Balboa –San Miguel – Acandí, Sector K26-00 a K34-700 afectados por la ola invernal”.
2.- Al Fondo Nacional de Regalías, Dirección Nacional de Regalías, ya que según la accionante ha separado los recursos del anterior proyecto.
3.- Al Ministerio de Defensa Nacional – Batallón de Ingenieros No. 17 “Bejarano Muñoz”, quien ha iniciado labores preliminares de ejecución del proyecto de conformidad con lo afirmado por la actora.
4.- Al Instituto Nacional de INVIAS.
5.- Al Ministerio de Minas y Energía,
6.- Al INCODER.
7.- A la Empresa Contratista S.A E.S.P.- ISA.

 Allegó como prueba, fotocopia de la Resolución 02944 de junio 13 de 2008, por la cual se establecen los parámetros de revisión para viabilizar los proyectos de inversión de infraestructura vial territorial en inversión de los recursos del Fondo Nacional de Regalías.

El MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA a través de la Coordinadora Grupo de Consulta Previa de ese ministerio, mediante escrito de julio 8 de 2009, remitido vía fax, solicitó despachar desfavorablemente esta acción de tutela, afirmando que no existe amenaza o violación de derechos fundamentales por parte de ese ministerio, puesto que el mismo no ha tenido conocimiento de los proyectos que originan la acción, ni está habilitado para pronunciarse sobre los trámites referentes al adelantamiento del proceso de consulta previa con licencia ambiental, lo cual es competencia de la autoridad ambiental de conformidad con los decretos 1320 de 1998 y 1220 de 2005.

LA AGENCIA LOGÍSTICA DE LAS FUERZAS MILITARES DE COLOMBIA, mediante escrito remitido vía fax el 9 de julio de 2009, cuando se encontraba el proceso a Despacho para fallo, alegó no haber vulnerado los derechos fundamentales invocados, asegurando haber intentado a través de los medios y recursos a su alcance, una solución para que el proyecto Titumate- Balboa- San Miguel Acandí, sector K26+00 A K34+700, que corresponde a una vía afectada por la ola invernal, se lleve a cabo con el lleno de los requisitos técnicos legales exigidos en las normas que rigen la materia, labor que a la fecha no ha iniciado, por cuanto la Agencia Logística está a la espera de que se cumplan por los directamente responsables y beneficiarios las exigencias de consulta previa, licencia ambiental y diseños técnicos de la vía, que son compromisos ajenos a las obligaciones asumidas por la Agencia Logística de la Fuerzas Militares.

Precisó que en el proyecto opera como ejecutora de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Regalías y que la naturaleza jurídica de la Agencia Logística de las Fuerzas Militares, corresponde a la de un establecimiento público del orden nacional, adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, tal como se consagró en el Decreto 4746 de 2005, y su objeto consiste en ejecutar las actividades de apoyo logístico y establecimiento de bienes y servicios requeridos para atender las necesidades de las Fuerzas Militares.

De lo anterior se desprende igualmente, que el si bien es cierto no ha habido consulta previa para la ejecución del proyecto denominado Titumate- Balboa, San Miguel Acandí, sector K26+00 A K34+700, no se han iniciado labores precisamente en espera de la misma, como requisito previo a la expedición por parte del Ministerio del Medio Ambiente de la correspondiente licencia ambiental. Por tanto, emerge claro igualmente que frente a esta entidad, no se vislumbra vulneración alguna que haga procedente el amparo por tutela.

CONSIDERACIONES: 

Como ha sido reiterado en múltiples ocasiones por la Honorable Corte Constitucional, la acción de tutela es un mecanismo de origen constitucional de carácter residual, subsidiario y cautelar, encaminado a la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas que estén siendo amenazados o conculcados. En ciertas circunstancias, algunos derechos de carácter meramente asistencial cuya protección debería buscarse acudiendo a los medios ordinarios de defensa, adquieren carácter fundamental debido a que su vulneración conlleva un evidente menoscabo de otros derechos directamente fundamentales. En dichos casos es posible acudir a la acción de tutela para reclamar el amparo de tales garantías básicas, ya que de esperar la finalización de un proceso ordinario, el afectado sufriría un perjuicio irremediable. 

En el caso presente, la tutela fue interpuesta por OSCAR CARUPIA DOMICO, DORALINA DOMICO y ROSA DOMICO, como miembros del Resguardo CHIDIMA – TOLO, quienes pregonan la vulneración de los derechos fundamentales, a la Participación, a la Propiedad Colectiva, al Debido Proceso, a no ser desplazados, al Reconocimiento de la Diversidad Étnica y Cultural de la Nación, al Derecho a la Vida y a la subsistencia del pueblo Embera que habita en el Resguardo de Chidima, alegando que las autoridades accionadas y ya mencionadas, no realizaron el proceso de Consulta Previa para la planeación, licenciamiento, asignación de recursos y ejecución de obra de la carretera denominada Unguía – Acandí ó vía Titumate – Balboa – San Miguel – Acandí, pretendiendo con esta tutela que se interrumpan las obras de infraestructura, hidroeléctricas, de explotación minera y especialmente la carretera en comento.

Conforme con lo anterior, corresponde a la Sala determinar si en el caso, como lo pregonan los miembros de la Comunidad del Resguardo CHIDIMA-TOLO, ubicado dentro de la jurisdicción territorial del Municipio de Acandí, Chocó, en los tres perfiles de obras a que se refiere esta acción de tutela se ha violado el derecho a la participación de las comunidades indígenas en las decisiones que pueden afectarlas en relación con la explotación de los recursos naturales, erigido jurisprudencialmente como fundamental con asiento en el numeral 2º del artículo 40 de la Carta Política, que se concreta en la eventual necesidad de la CONSULTA PREVIA, consagrada en los Decretos 1320 de 1998 y 1220 de 2005, pues, éste es el trámite que insistentemente echan de menos en las propuestas de la solicitud de tutela.
En tal proyección, se tiene que desde su preámbulo, la Constitución define al Estado colombiano como social, democrático y pluralista y en su artículo 7 reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la nación.

En desarrollo de estos principios, la Constitución establece en su artículo 330 que la explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas. En las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas comunidades. El derecho a la participación de las comunidades se concreta en la consulta previa, derecho reconocido como fundamental a partir de los desarrollos jurisprudenciales de la Corte Constitucional.

La mencionada consulta previa, está consagrada en el Convenio 169 de la OIT, con la finalidad de asegurar los derechos de los pueblos indígenas y tribales a su territorio y proteger sus valores culturales, sociales y económicos y debe llevarse a cabo antes de emprender cualquier Actividad de Exploración o Explotación de minerales y/u otros recursos naturales, que se encuentren en las tierras de dichos pueblos (artículo 15) y cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas que puedan afectar directamente a los pueblos indígenas (artículo 6), es entendida por la jurisprudencia colombiana como el derecho fundamental de los pueblos indígenas y afrocolombianos a participar en las decisiones que los afecten y se fundamenta en el derecho que tienen los pueblos de decidir sus propias prioridades en la medida que afecten sus vidas, creencias e instituciones.

En sentencia SU-039 de 1997 de la Corte Constitucional, se establecen los criterios que unificó la jurisprudencia en relación con la consulta previa, pudiendo destacar entre los más importantes los siguientes:
“La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas debe hacerse compatible con la protección que el Estado debe dispensar a la integridad social, cultural y económica de las comunidades indígenas, integridad que configura un derecho fundamental para la comunidad por estar ligada a su subsistencia como grupo humano y como cultura. Para asegurar dicha subsistencia se ha previsto, cuando se trate de realizar la explotación de recursos naturales en territorios indígenas, la participación de la comunidad en las decisiones que se adopten para autorizar dicha explotación. De este modo, el derecho fundamental de la comunidad a preservar la integridad se garantiza y efectiviza a través del ejercicio de otro derecho que también tiene el carácter de fundamental, como es el derecho de participación de la comunidad en la adopción de las referidas decisiones. La participación de las comunidades indígenas en las decisiones que pueden afectarlas en relación con la explotación de los recursos naturales ofrece como particularidad el hecho de que la referida participación, a través del mecanismo de la consulta, adquiere la connotación de derecho fundamental, pues se erige en un instrumento que es básico para preservar la integridad étnica, social, económica y cultural de las comunidades de indígenas y para asegurar, por ende, su subsistencia como grupo social. De este modo la participación no se reduce meramente a una intervención en la actuación administrativa dirigida a asegurar el derecho de defensa de quienes van a resultar afectados con la autorización de la licencia ambiental, sino que tiene una significación mayor por los altos intereses que ella busca tutelar, como son los atinentes a la definición del destino y la seguridad de la subsistencia de las referidas comunidades”. (Resalta la Sala)
En relación a las finalidades de la consulta previa la Corte ha reiterado lo siguiente:

“La institución de la consulta a las comunidades indígenas que pueden resultar afectadas con motivo de la explotación de los recursos naturales, comporta la adopción de relaciones de comunicación y entendimiento, signadas por el mutuo respeto y la buena fe entre aquéllas y las autoridades públicas, tendientes a buscar: a) Que la comunidad tenga un conocimiento pleno sobre los proyectos destinados a explorar o explotar los recursos naturales en los territorios que ocupan o les pertenecen, los mecanismos, procedimientos y actividades requeridos para ponerlos en ejecución. b) Que igualmente la comunidad sea enterada e ilustrada sobre la manera como la ejecución de los referidos proyectos puede conllevar una afectación o menoscabo a los elementos que constituyen la base de su cohesión social, cultural, económica y política y, por ende, el sustrato para su subsistencia como grupo humano con características singulares. c) Que se le de la oportunidad para que libremente y sin interferencias extrañas pueda, mediante la convocación de sus integrantes o representantes, valorar conscientemente las ventajas y desventajas del proyecto sobre la comunidad y sus miembros, ser oída en relación con las inquietudes y pretensiones que presente, en lo que concierna a la defensa de sus intereses y, pronunciarse sobre la viabilidad del mismo. Se busca con lo anterior, que la comunidad tenga una participación activa y efectiva en la toma de la decisión que deba adoptar la autoridad, la cual en la medida de lo posible debe ser acordada o concertada.

En relación al alcance de la consulta previa la jurisprudencia ha señalado:

“Cuando no sea posible el acuerdo o la concertación, la decisión de la autoridad debe estar desprovista de arbitrariedad y de autoritarismo; en consecuencia debe ser objetiva, razonable y proporcionada a la finalidad constitucional que le exige al Estado la protección de la identidad social, cultural y económica de la comunidad indígena. En todo caso deben arbitrarse los mecanismos necesarios para mitigar, corregir o restaurar los efectos que las medidas de la autoridad produzcan o puedan generar en detrimento de la comunidad o de sus miembros. No tiene por consiguiente el valor de consulta la información o notificación que se le hace a la comunidad indígena sobre un proyecto de exploración o explotación de recursos naturales. Es necesario que se cumplan las directrices mencionadas, que se presenten fórmulas de concertación o acuerdo con la comunidad y que finalmente ésta se manifieste, a través de sus representantes autorizados, su conformidad o inconformidad con dicho proyecto y la manera como se afecta su identidad étnica, cultural, social y económica” 

Otro aparte de la sentencia señala lo siguiente:

“La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas debe hacerse compatible con la protección que el Estado debe dispensar a la integridad social, cultural y económica de las comunidades indígenas, integridad que como se ha visto antes configura un derecho fundamental para la comunidad por estar ligada a su subsistencia como grupo humano y como cultura. Y precisamente, para asegurar dicha subsistencia se ha previsto, cuando se trate de realizar la explotación de recursos naturales en territorios indígenas, la participación de la comunidad en las decisiones que se adopten para autorizar dicha explotación. De este modo, el derecho fundamental de la comunidad a preservar la referida integridad se garantiza y efectiviza a través del ejercicio de otro derecho que también tiene el carácter de fundamental, en los términos del art. 40, numeral 2 de la Constitución, como es el derecho de participación de la comunidad en la adopción de las referidas decisiones”

“A juicio de la Corte, la participación de las comunidades indígenas en las decisiones que pueden afectarlas en relación con la explotación de los recursos naturales ofrece como particularidad el hecho o la circunstancia observada en el sentido de que la referida participación, a través del mecanismo de la consulta, adquiere la connotación de derecho fundamental, pues se erige en un instrumento que es básico para preservar la integridad étnica, social, económica y cultural de las comunidades de indígenas y para asegurar, por ende, su subsistencia como grupo social. De este modo la participación no se reduce meramente a una intervención en la actuación administrativa dirigida a asegurar el derecho de defensa de quienes van a resultar afectados con la autorización de la licencia ambiental (arts. 14 y 35 del C.C.A., 69, 70, 72 y 76 de la ley 99 de 1993), sino que tiene una significación mayor por los altos intereses que ella busca tutelar, como son los atinentes a la definición del destino y la seguridad de la subsistencia de las referidas comunidades” Podemos concretar en las siguientes subreglas que ha definido la Corte Constitucional el contenido material de este derecho fundamental a la consulta previa: 1. La exploración y explotación debe hacerse compatible con la protección que el Estado debe dar a la integridad cultural de las comunidades indígenas o afros, integridad que configura un derecho fundamental por estar ligado a su subsistencia como grupo humano.

El derecho de participación de las comunidades a través del mecanismo de consulta se torna en fundamental porque es el instrumento por el cual la comunidad indígena se preserva y se garantiza su subsistencia y con este fin la comunidad participa de las decisiones para autorizar y delinear la exploración y explotación”.

Entendidas así las cosas y vistos los supuestos de hecho que emergen del debate, inicialmente, la Sala precisa que como son tres los aspectos por los cuales se ha presentado esta acción de tutela, referidos a los proyectos de (i) mantenimiento y terminación de la vía carreteable existente a la fecha entre los Municipios de Unguía y Acandí (Chocó), (ii) al proyecto de interconexión eléctrica entre las Repúblicas de Colombia y Panamá y, (iii) Proyectos de exploración y explotación minera; todos en eventuales zonas de influencia de los resguardos CHIDIMA-TOLO y PESCADITO, por su naturaleza y condiciones especiales se dividirán entre los que tienen vinculación directa con la explotación de recursos naturales en territorios indígenas y los que no tiene esta connotación, pues, las resultas de este debate han de ser diferentes, por los alcances este elemento sustancial según las normas constitucionales y legales y según los parámetros jurisprudenciales atrás referidos.

Así las cosas, adscribiendo esta Colegiatura como proyectos con incidencia en la explotación de recursos naturales en territorios indígenas a los identificados en los numerales (ii) y (iii), pues, el segundo limitaría la utilización normal de los terrenos subyacentes a la instalación de las líneas y las torres de conducción de la energía de alta tensión, mientras que la eventual extracción de recursos minerales, como su nombre lo indica, necesariamente tiene tal incidencia, la solución del caso sobre estos tópicos será afín con el estadio actual de dichos proyectos.

Con este hilo conductor, consultando las respuestas a esta acción de tutela que dieron el MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL, en el sentido de la no vulneración a derecho fundamental alguno, dado que las actividades para la elaboración del Plan de Manejo Ambiental (mediciones, señalamientos de puntos geo-referenciados, donde se colocarían las torres de transmisión eléctrica y la localización de las coordenadas de las minas, no requieren proceso de consulta previa y porque, a la fecha, el trámite de licenciamiento ambiental se encuentra suspendido, como quiera que la empresa INTERCONEXIÓN ELÉCTRICA S.A. E.S.P., no ha presentado Estudio de Impacto Ambiental y en caso de presentarse, ese Ministerio no otorgará licencia ambiental al proyecto hasta que no se cumpla con el proceso de consulta previa establecido en el Decreto 1320 de 1998. (f.219 al 231), se establece por la Sala que, a la fecha de esta decisión, NO se vislumbra la afectación del derecho fundamental arriba mencionado y que se asienta en la consulta previa, porque esta hace parte del trámite de las licencias ambientales, de las obras de infraestructura eléctrica y de explotación minera, en el cual el Ministerio del Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial ha anunciado estar presto a exigir este requisito a futuro cuando los trámites de licencia ambiental se reanuden o abran, según el caso.

En el particular tema de los proyectos de explotación minera, como los mismos accionantes lo refieren en el escrito introductorio de la acción de tutela, aquellos se encuentran apenas con títulos mineros inscritos, sin que tal estado de cosas implique afectación del derecho a la consulta previa, pues, igualmente, el MINISTERIO DE MINAS señaló que la entidad encargada de realizar el procedimiento de la consulta previa es la autoridad ambiental, como requisito anterior al otorgamiento de la licencia ambiental.

En consecuencia con lo anterior, concretándose la ausencia actual de la afectación del derecho a la participación de las comunidades indígenas en las decisiones que pueden afectarlas en relación con la explotación de los recursos naturales, en lo que tiene que ver con los proyectos energéticos de interconexión eléctrica y mineros, la tutela será negada.

Abordando el primer proyecto, referido al mejoramiento y la terminación de la vía carreteable que pretende unir materialmente los Municipios de Unguía y Acandí, producto del debate probatorio y de las manifestaciones hechas por las partes e intervinientes, se deduce que dicha obra, denominada “proyecto Titumate- Balboa- San Miguel Acandí, sector K26+00 A K34+700, que corresponde a una vía afectada por la ola invernal, comporta dos categorías: La primera, referida al mejoramiento de las partes existentes, supuestamente de lado y lado de los territorios adscritos a los Resguardos indígenas CHIDIMA-TOLO y PESCADITO y, la segunda, al diseño y la construcción de dicha unión de los tramos existentes.

Para resolver la presente acción de tutela en este tópico, primeramente la Sala advierte que la problemática suscitada debe ser tratada en los terrenos de la dogmática constitucional, que es propia de la acción de tutela, ámbito en el cual, en el caso pendiente de análisis y referido a la construcción de los 4 kilómetros que deben unir tal carreteable, reporta el conflicto entre dos principios constitucionales: De un lado el principio de la protección que el Estado debe dispensar a la integridad social, cultural y económica de las comunidades indígenas, integridad que configura un derecho fundamental para la comunidad por estar ligada a su subsistencia como grupo humano y como cultura y, de otra parte, el principio de la prevalencia del interés general, referido a la necesidad de progreso y mejoramiento de las condiciones de bienestar que deben buscar las autoridades públicas, dentro de los fines del Estado, a través del emprendimiento y desarrollo de obras públicas, que faciliten, por ejemplo, la movilidad de la generalidad de las personas de las comunidades potencialmente beneficiarias de dichas obras públicas de infraestructura. 
Dicho conflicto debe resolverse en concreto y gracias al esquema de la ponderación de principios desarrollado en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, según el cual cuando dos principios constitucionales entran en colisión porque la aplicación de uno implica la reducción del campo de aplicación del otro, corresponde al juez determinar si esa reducción es proporcionada, a la luz de la importancia del principio afectado.

Así las cosas, es evidente para la Sala la necesidad de hacer prevalecer los intereses generales y la conveniencia de las luces de progreso que para el común de los habitantes de todo el recorrido de la vía y para los de las respectivas cabeceras municipales de Unguía y Acandí se abrirían con la unión de este corredor vial, pues, obviamente es mayor que aquel importante pero escaso número de alrededor de 150 integrantes de los resguardos CHIDIMA-TOLO y PESCADITO, aceptando el crecimiento de la población inicial de 115 que se reporta en los hechos 4 y 5 de la solicitud de tutela,(fls.4 y 5).

La anterior prevalencia del interés general que en el juicio de la Sala debe concretarse, resulta alimentada en el hecho de que, en estricto sentido, la realización o la culminación de los escasos 4 kilómetros de la vía que debe unir carreteablemente los Municipios de Unguía y Acandí, no implica realizar explotación de recursos naturales en territorios indígenas, que imponga necesariamente la obligación de la consulta previa, dentro del trámite de una eventual licencia ambiental y en los términos  referidos en la jurisprudencia atrás trascrita y en el Decreto 1320 de 1998, pues, tal instrumento de concertación no se erige como instrumento básico para preservar la integridad étnica, social, económica y cultural de las comunidades de indígenas vinculadas al caso y para asegurar, por ende, su subsistencia como grupo social, ya que la mentada y elemental obra de infraestructura vial, responde a una necesidad sentida de esas apartadas zonas del territorio nacional que, en igualdad de condiciones con los demás pobladores de la región, beneficiará a los miembros del resguardo indígena que ahora y a través una personas que estrictamente no tienen la representación legal
 se opone, dejando de recurrir sólo a los medios de trasporte acuático y aéreo para desplazarse en un punto a otro de los que resultarán siendo influenciados por esta mínima obra de desarrollo.

 Por contera, y en un contrasentido con lo que pregonan los accionantes acerca del abandono de las autoridades públicas para proteger a los miembros de los resguardos mencionados en esta acción, la existencia de la vía analizada se convertirá en una premisa material para que las autoridades civiles, militares y de policía puedan estar más ágil y permanentemente defendiendo dichos terrenos y a los miembros de esas organizaciones indígenas, como al resto de la población de esos dos municipios del Urabá Chocoano.
 De otra parte, aceptando, en gracia de discusión la necesidad de dar participación los miembros de la comunidad embera-katios para concertar los alcances y los condicionamientos para la construcción del tramo de la obra pendiente de realizar para unir los poblados atrás mencionados según los alcances de los artículos 6º y 7º de la Ley 21 de 1991, debe tenerse en cuenta que, como ellos mismos los manifestaron en el escrito introductorio de la presente acción de tutela, acápite de NUEVAS INICIATIVAS PARA LA CONSTRUCCIÓN DE LA VIA, visto a folios 6 y 7 de este expediente, la Administración del Municipio de Acandí, al cual pertenecen los Resguardo de CHIDIMA-TOLO y PESCADITO, en dos ocasiones intentó concertar reuniones oficiales con los miembros de esas comunidades para tales propósitos, optando sus representantes por evadir conscientemente dicho llamado, tal como se mencionó en los numerales 23 y 30 del acápite señalado, con lo cual, una vez descartada la necesidad de la consulta previa, como trámite antecedente o concomitante de una eventual licencia ambiental, pues, NO se trata de un proyecto para la explotación de recursos naturales en territorios indígenas, con miras a la pronta ejecución de la obra en comento, las autoridades públicas involucradas, podrán optar una vez más por una cita de concertación sobre los tópicos concertables con representantes oficiales de los resguardos en comento, estrictamente, o con las comunidades en general o, de otro lado, proceder de inmediato a ejecutar las obras cuestionadas, eso sí acatando los lineamientos sentados en la sentencia SU-039 de 1997 de la Corte Constitucional, según la cual:
“Cuando no sea posible el acuerdo o la concertación, la decisión de la autoridad debe estar desprovista de arbitrariedad y de autoritarismo; en consecuencia debe ser objetiva, razonable y proporcionada a la finalidad constitucional que le exige al Estado la protección de la identidad social, cultural y económica de la comunidad indígena. En todo caso deben arbitrarse los mecanismos necesarios para mitigar, corregir o restaurar los efectos que las medidas de la autoridad produzcan o puedan generar en detrimento de la comunidad o de sus miembros. …”

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Quibdó, a través de su Sala de Decisión, administrando justicia, en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Constitución, 

FALLA:

PRIMERO: NEGAR la tutela de los derechos fundamental invocados en el presente asunto, por las razones expuestas en el cuerpo de esta providencia.

SEGUNDO: NOTIFIQUESE  esta decisión en los términos del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y, en caso de no ser impugnada, ENVÍESE a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQEUSE Y CÚMPLASE,

Estudiada y aprobada en sesión de la fecha.

HECTOR ENRIQUE REY MORENO

LUZ EDITH DÍAZ URRUTIA

GERSON CHAVERRA CASTRO
       (En vacaciones)
Radicación: 2009-00075-00 – TUTELA

Actores: OSCAR CARUPIA DOMICO y otros

� Sentencias T-403/92,E.Cifuentes Muñoz; U-089/95, Jorge Arango Mejía


� Obsérvese folio 91 del expediente, de acuerdo con el cual el Gobernador del Resguardo CHIDIMA-TOLO, según posesión de la Junta Directiva de su Cabildo para el año 2009, es el señor GUSTAVO DOMICO, quien no firmó la solicitud de tutela.   





